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Exp.- 540/2018.


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 540/2018.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********.

	DEMANDADA: JUNTA DIRECTIVA Y DIRECTOR GENERAL DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO.

	MAGISTRADO PONENTE: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinticinco de enero de dos mil diecinueve.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 540/2018, promovido por la C. **********, contra actos de la Junta Directiva y la Dirección General, ambas de la Dirección de Pensiones del Estado.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 13 trece de junio de 2018 dos mil dieciocho, la C. **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Junta Directiva y la Dirección General, ambas de la Dirección de Pensiones del Estado, y por el acto que hizo consistir en: 

“La nulidad del acuerdo dictado en la Sesión ordinaria de la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, celebrada con fecha 22 de marzo del 2018 suscrita por el C.P. OZIEL YUDICHE LARA en su carácter de Director General, en específico en la negativa de que se me otorgue la Pensión por Ascendencia en mi carácter de madre del C. **********.”
En auto del 14 catorce de junio de 2017 dos mil diecisiete, se admitió la demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

2.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las12:00 doce horas del veinte de agosto de dos mil dieciocho, se dio inicio a la audiencia final, con asistencia de las Autoridades Demandadas por conducto de su delegada,  y sin asistencia de la Parte Actora; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se hizo constar que ninguna de las partes formuló alegatos, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico de la Parte Actora, está plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, consistente en el oficio número 1196/2018 de fecha 2 dos de mayo de 2018 dos mil dieciocho, mediante el cual se comunica por parte del Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, la resolución tomada por la Junta Directiva de la propia Dirección de Pensiones del Estado, respecto de la instancia formulada por la Actora en la que se solicitó el otorgamiento de una pensión, y que se le permitiera pagar las aportaciones correspondientes a tres meses que le faltaban a su hijo para cumplir el tiempo de cotización necesario.

Por su parte, los CC. **********, ********** y ********** justificaron su calidad de Director General, y de apoderadas de la Dirección de Pensiones del Estado, con las documentales que acompañaron al escrito de contestación de demanda, consistentes en copia certificada del nombramiento del primero, y  en copia certificada del instrumento veintidós mil seiscientos setenta y cuatro del tomo seiscientos ochenta y siete, del protocolo de la Notaría Pública número 28 veintiocho del Primer Distrito judicial del Estado,  que contiene el Poder General para pleitos y cobranzas otorgado a las CC. ********** y **********, por la Dirección de Pensiones del Estado; documentales visibles de la foja 38 treinta y ocho a la foja 49 cuarenta y nueve del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la Parte Actora hizo consistir en:

“La nulidad del acuerdo dictado en la Sesión ordinaria de la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, celebrada con fecha 22 de marzo del 2018 suscrita por el C.P. OZIEL YUDICHE LARA en su carácter de Director General, en específico en la negativa de que se me otorgue la Pensión por Ascendencia en mi carácter de madre del C. **********.”
En relación a la pretensión de la Actora que es la nulidad de dicho acto.

Por su parte las Autoridades Demandadas sostienen la legalidad del acto impugnado.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Segunda Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja 5 cinco a la foja 7 siete del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”
SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Segunda Sala Unitaria, lo planteado por la Parte Actora en los conceptos de impugnación resulta fundado, y por tanto suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.

En los conceptos de impugnación, la Parte Actora, plantea sustancialmente lo siguiente:
a) En el primero de los conceptos de impugnación, se duele de que su finado hijo **********, tenía una antigüedad en el servicio de más de 27 años, ya que comenzó a laborar desde 1990 un mil novecientos noventa para el Gobierno del Estado en el Instituto Potosino del Deporte (INPODE), y mes con mes se le hacían la deducciones legales, por lo que resulta increíble que no se reconozcan 13 años de servicios prestado y que por una negligencia patronal no pueda recibirla pensión por Ascendencia a que tiene derecho;
b) En un diverso argumento del primer concepto de impugnación señala que se transgrede en su perjuicio la legalidad puesto que la autoridad es omisa en analizar la totalidad de la duración de la relación laboral ya que de acuerdo con el artículo 75 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado el computo de los años de servicio se da por el simple transcurso del tiempo, siendo que el tiempo efectivo de servicios prestados comenzó a correr desde el 16 dieciséis de julio de 1990;

c) En un tercer argumento del primer concepto de impugnación se duele de que la resolución impugnada le genera dos afectaciones a saber: 1.- Que se determinó una antigüedad de 14 años 8 ocho meses y 26 veintiséis días, sin considerar que su hijo comenzó a laborar desde el 16 de julio de 1990, por lo que no es atribuible a su hijo el que por alguna razón no se cotizara a la Dirección de Pensiones, ya que desde el inicio de la relación laboral era obligación patronal hacer todas y cada una de las aportaciones a los Fondos de Pensiones, por lo que la omisión patronal le generó un grave perjuicio; y 2.- Que en el acuerdo de negativa de pensión también se establece que la Dirección de Pensiones establece que si tiene solvencia económica, por tener una pensión por jubilación,  pero no considera que es un adulto mayor, que tiene 81 ochenta y un años y que necesita atención médica constante, medicinas y que el monto de la pensión no es suficiente para cubrir sus gastos médicos y personales, y que no existe sustento legal para negar la solicitud;

d) En el segundo de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele de que el acto impugnado contraviene lo dispuesto por los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en cuento a los elementos y requisitos del acto administrativo, ya que no establece claramente los fundamentos de la negativa de la pensión por ascendencia que le corresponde, porque se limita señalar un artículo de la Ley, por el que supuestamente no tiene derecho a la pensión en razón de que su hijo no tenía la antigüedad requerida lo que es falso, y de que por ser jubilada no tiene derecho a la pensión, resaltando que la autoridad no funda sus razonamientos.
Previo a referirnos a la resolución impugnada, es importante puntualizar, que emana de una instancia formulada por la hoy Actora C. **********, en la que solicitó el apoyo para que se le permitiera pagar tres meses de cotizaciones incluyendo la parte del trabajador y del gobierno (patronal), a efecto de acceder a algún tipo de pensión. A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcribe:

“(…) Me dirijo a Ustedes solicitando su apoyo y amable intervención, a fin de que la que suscribe, **********,  Profesora jubilada, pueda acceder a algún tipo de pensión en el antecedente de que soy la persona a quién mi hijo procuró proteger hasta el último momento, y en virtud de que él cumplía en el próximo mes de mayo el tiempo mínimo requerido por la Dirección de Pensiones para tramitar su retiro y tener derecho a este beneficio, solicitando se nos permita cubrir los 3 meses que faltaron como marca la Ley, estando dispuestos a pagar lo que corresponda al trabajador y a Gobierno. (…)”
Por su parte, la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado en la resolución impugnada establece literalmente lo siguiente:
“(…) TERCERO: Según el formato de computo de tiempo expedido por la  C. IVETTE AMPARO ROSALES REQUENES, en su carácter de Subdirección de Afiliación, Vigencia de Derechos y Devolución de Fondo de marzo de 2018, se acredita que el C. ********** tuvo una antigüedad de 14 años, 08 meses, 26 días de tiempo efectivamente laborado y cotizando que comprende el siguiente periodo del 01 de mayo de 2003 al 31 de enero de 2018.
CUARTO: Los artículos 69 fracción II, 75 y 77 fracción VII de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, disponen:
ARTICULO 69. Tienen derecho a pensión:
II. Los beneficiarios del trabajador que habiendo prestado servicios por más de quince años y contribuido al fondo por el mismo período, falleciera por causas ajenas al servicio, aunque el deceso ocurriere sin que el trabajador hubiese cumplido cincuenta y cinco años de edad;

ARTICULO 75. El cómputo de los años de servicio se hará conforme al calendario por el simple transcurso del tiempo, sin agregarse nada por el desempeño simultáneo de varios empleos, sean éstos los que fueren, y tomándose en consideración sólo el tiempo de servicios efectivamente prestados o los que deban estimarse con arreglo a esta Ley.

ARTICULO 77. El monto de las pensiones a los trabajadores se fijará como sigue:
VII. Cuando el trabajador falleciere después de quince años de contribuir al fondo correspondiente, sin haber solicitado pensión o antes de haber comenzado a disfrutarla, sus beneficiarios que esta Ley señala gozarán de la pensión que hubiere correspondido al trabajador por tiempo de servicios, conforme a la tabla de porcentajes de la Fracción I de este artículo, disminuida en un diez por ciento cada año, hasta reducirla al cincuenta por ciento de la cifra primitiva;

QUINTO: Para que  los beneficiarios de un trabajador que fallezca por causas ajenas al servicio, sin haber solicitado pensión y/o antes de haberla disfrutado, la Ley exige que el trabajador haya prestado sus servicios por más de quince años y contribuido al fondo por el mismo periodo de tiempo, y en el caso que nos ocupa como la propia solicitante lo reconoce su hijo laboró y cotizó al fondo de la DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO menos de los 15 años que exige la Ley.

De la misma forma el artículo 75 de la Ley de Pensiones vigente establece que para el cómputo de tiempo solo se tomara en cuenta el tiempo efectivamente cotizado, por lo que no puede pagarse por el propio trabajador o sus beneficiarios un tiempo que no se laboró.
Por lo que la C. ********** no se encuentra en las hipótesis prevista fracción II del artículo 69, y en la fracción VIII del artículo 77 de la Ley de Pensiones, pues su hijo no laboró ni cotizó los 15 años que exige la Ley, aunado a que en la ley no se encuentra disposición alguna que prevea la compra  y/o pago de tiempo de servicios que no fue efectivamente laborado.

Aunado a lo anterior, cabe precisar que la peticionaria cuenta con la solvencia económica para procurarse mediante el esfuerzo de su trabajo, lo anterior se sustenta ya que en la sesión ordinaria de la Junta Directiva desahogada el 07 de julio de 1988, se autorizó a favor de ********** pensión por jubilación, por lo que a la fecha se le pagan la cantidad de  $**********. (…)”
Como puede verse en la transcripción, la resolución de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado se sustenta en los siguientes razonamientos:

a) Que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado no prevé la posibilidad de que se paguen las cotizaciones correspondientes a un periodo no laborado efectivamente;

b) Que los beneficiarios de un derecho habiente de la Dirección de Pensiones del Estado, que fallece por causas ajenas al servicio, para obtener una pensión es requisito que el trabajador haya prestado sus servicios por 15 quince años o más, y contribuido por el mismo periodo de tiempo al fondo de pensiones, siendo que la hoy Actor no se ubica en ese hipótesis porque su finado hijo acumuló una antigüedad de 14 catorce  años, 8 ocho  meses, 26 veintiséis días  de tiempo efectivamente laborado y cotizado, referentes al periodo comprendido del 1 uno de mayo de 2003 dos mil tres al 31 treinta y uno  de enero de 2018 dos mil dieciocho;
c) Que el artículo 75 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, establece que el computo de tiempo de servicios, solo tomará en cuenta el tiempo efectivamente cotizado; y

d) Que la Actora, cuenta con solvencia económica, ya que goza de una Pensión por Jubilación que le fue otorgada por la propia Dirección de Pensiones del Estado, y por la que recibe la cantidad de $**********.

Lo anterior, se obtiene de la documental pública donde consta el acto impugnado, cuyo valor probatorio pleno ya fue establecido en la presente Sentencia.

Ahora bien, en los conceptos de impugnación, la Parte Actora formula diversos argumentos, entre ellos, que le resolución impugnada es ilegal porque no se toma en consideración que su finado hijo **********, tenía una antigüedad en el servicio de más de 27 años, ya que comenzó a laborar desde el 16 dieciséis de julio de 1990 un mil novecientos noventa para el Gobierno del Estado en el Instituto Potosino del Deporte (INPODE), por lo que resulta que se transgrede en su perjuicio la legalidad puesto que la Autoridad es omisa en analizar la totalidad de la duración de la relación laboral ya que de acuerdo con el artículo 75 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado el computo de los años de servicio se da por el simple transcurso del tiempo, siendo que el tiempo efectivo de servicios prestados comenzó a correr desde el 16 dieciséis de julio de 1990.

A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, lo planteado por la Parte Actora es fundado, según se explica enseguida.
El razonamiento toral de la Junta Directiva de pensiones para negar la solicitud de pago de cotizaciones que hizo la hoy Actora, en la que incluso ofrece pagar lo que le correspondía al Instituto Potosino del Deporte (INPODE); se sustenta en que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado no prevé el pago de cotizaciones por tiempo no laborado efectivamente, a lo que incluso se refiere como “la compra y/o pago de tiempo”, por tiempo de servicios no laborados efectivamente; como también lo hace bajo la consideración de que el artículo 75 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, establece para el computo del tiempo, solo el tiempo efectivamente cotizado.
Sin embargo, tal y como lo aduce la Parte Actora la autoridad es omisa en considerar que el finado hijo de la Actora, laboró más de 27 años en el Instituto Potosino del Deporte, en el periodo comprendido del 16 dieciséis de julio de 1990 un mil novecientos noventa y hasta su deceso el 26 veintiséis de enero de 2018 dos mil dieciocho, según la constancia expedida por la Licenciada ********** en su calidad de Subdirectora Administrativa del Instituto Potosino del Deporte, que la hoy Actora la C. **********, acompañó a la instancia formulada ante la Dirección de Pensiones del Estado.

Sobre el tema de la instancia formulada por la hoy Actora, es necesario abundar, que ese hecho se encuentra plenamente acreditado con las documentales que aportaron las propias Autoridades Demandadas al presente Juicio Contencioso Administrativo, en particular la documental privada consistente en el escrito solicitud que formuló la C. **********, y su anexo relativo a la documental pública consistente en la constancia de trabajo expedida por la Licenciada ********** en su calidad de Subdirectora Administrativa del Instituto Potosino del Deporte, en la que se asienta que el finado **********, tenía una antigüedad en el servicio de más de 27 años, ya que comenzó a laborar desde el 16 dieciséis de julio de 1990 un mil novecientos noventa y hasta su deceso el 26 veintiséis de enero de 2018 dos mil dieciocho para el Gobierno del Estado en el Instituto Potosino del Deporte (INPODE).
Al respecto, es oportuno precisar, que la Parte Actora ofreció la referida constancia de trabajo como prueba en el presente Juicio Contencioso Administrativo, y que al contestar la demanda, las Autoridades Demandadas plantean objeción en el sentido de que no había sido acompañada a la instancia que les fue formulada por lo que dicha documental no tenía el alcance probatorio que pretende la Parte Actora.

Sobre dicha objeción hay que decir dos cosas, en primer lugar que fue desacreditada por las propias Autoridades Demandadas, en cuanto que acompañaron a la contestación de demanda, y ofrecieron como prueba en el presente Juicio Contencioso Administrativo como documental privada, la instancia formulada por la Actora y sus anexos, entre los cuales se encuentra la constancia expedida por la Licenciada ********** en su calidad de Subdirectora Administrativa del Instituto Potosino del Deporte, pues con este hecho hicieron propia la prueba, además de que desvirtuaron su señalamiento.
Y en segundo lugar, es oportuno señalar, que no hay dispositivo que limite la capacidad probatoria de la Parte Actora en el Juicio Contencioso Administrativo, a las pruebas que hubiere ofrecido en sede administrativa, razón a lo cual, el suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria no puede limitar ese derecho al carecer de sustento legal.

Adicionalmente, se debe señalar, que la regla probatoria en el procedimiento administrativo está definida por los artículos 188 y 189 de Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en el sentido de que la carga probatoria es para la autoridad que emite el acto administrativo en la medida que es a quien corresponde de oficio realizar los actos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos, a virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, y por otra parte, que la autoridad correspondiente acordará la apertura de un periodo probatorio cuando no tenga por ciertos los hechos afirmados por los interesados o cuando así lo juzgue conveniente dada la naturaleza del procedimiento.
A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación, se transcriben los preceptos legales citados:

“ARTÍCULO 188. Los actos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento.”
“ARTÍCULO 189. La dependencia o entidad acordará la apertura del periodo de prueba, cuando no tenga por ciertos los hechos afirmados por los interesados, o cuando lo juzgue conveniente dada la naturaleza del procedimiento.”
Destacando que en el caso que nos ocupa, la Junta Directiva de Pensiones no ordenó la apertura de un periodo probatorio, por lo que es de concluirse, que tuvo por ciertos los hechos afirmados por la interesada en la instancia formulada.
Así las cosas, a las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I y II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388, 392 y 395 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo; toda vez que se trata de una documental pública con valor probatorio pleno, y una documental privada que no fue objetada, y que por haber sido presentada por las Autoridades Demandadas prueba plenamente en su contra.
Conforme a lo anterior, es claro que para resolver lo solicitado por la aquí Actora C. **********, la Autoridad Demandada parte de una premisa equivocada, pues se refiere a que se pretende el pago de tiempo no laborado efectivamente, al que incluso denomina comprar tiempo o pagar tiempo, sin embargo, ésta no es la solicitud que le fue planteada, pues la Autoridad dejó de considerar que hay un periodo temporal en el que el finado hijo de la Actora hijo **********, laboró efectivamente para el Instituto Potosino del Deporte, y no cotizó a la Dirección de Pensiones del Estado, o cuando menos esa Dirección de Pensiones del Estado no cuenta con registros al respecto.

Lo que se advierte, de las documentales públicas aportada por la Parte Actora y las Autoridades Demandadas al presente Juicio Contencioso Administrativo, relativas a la constancia de trabajo y el acto impugnado, cuyo valor probatorio pleno ya quedó establecido en ésta sentencia, en donde por una parte se establece que el hijo de la Actora trabajó ininterrumpidamente para el Instituto Potosino del Deporte desde el 16 dieciséis de julio de 1990 un mil novecientos noventa y hasta su deceso el 26 veintiséis de enero de 2018 dos mil dieciocho, y por otra parte, de acuerdo con lo establecido en el acto impugnado, y que no fue materia de controversia, se desprende que el finado **********, tenía una antigüedad por tiempo efectivamente laborado y cotizado a la Dirección de Pensiones desde el 1 uno de mayo de 2003 dos mil tres y hasta el 31 treinta y uno  de enero de 2018 dos mil dieciocho.
Sobre el particular, es oportuno precisar, que la interpretación que hace la Dirección de Pensiones del Estado a través de la Junta Directiva, respecto del artículo 75 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, es incorrecta, habida cuenta que dicho dispositivo no hace referencia al tiempo cotizado, sino al tiempo de servicios efectivamente prestados tal y como se puede apreciar de su la transcripción:

“ARTICULO 75. El cómputo de los años de servicio se hará conforme al calendario por el simple transcurso del tiempo, sin agregarse nada por el desempeño simultáneo de varios empleos, sean éstos los que fueren, y tomándose en consideración sólo el tiempo de servicios efectivamente prestados o los que deban estimarse con arreglo a esta Ley.”
En ese sentido, ante la inadecuada apreciación de los hechos por parte de la Junta Directiva de Pensiones, deja patente que la autoridad no se pronunció respecto de lo efectivamente planteado por la aquí Actora, el pago de las cotizaciones del tiempo que sí laboró efectivamente el finado **********, a quien se le reconoció que laboró más de 27 años en el Instituto Potosino del Deporte, en el periodo comprendido del 16 dieciséis de julio de 1990 un mil novecientos noventa y hasta su deceso el 26 veintiséis de enero de 2018 dos mil dieciocho, según se obtienen tanto de la constancia de trabajo que la Actora acompañó a su instancia formulada ante la Dirección de Pensiones del Estado, misma a la que ya se ha hecho referencia, así como en el oficio IPD/DA/RH/022/2018, de fecha 31 de enero de 2018, suscrito por la C. Lucia Díaz de León Díaz de León, en su calidad de Directora Administrativa del Instituto Potosino del Deporte, y que está dirigido a la Dirección de Pensiones del Estado, en donde se establece literalmente: “…Se hace constar que el C. ********** prestó sus servicios a éste Gobierno del Estado a partir del 16 de Julio de 1990 al 26 de Enero del dos mil dieciocho en el Instituto Potosino del Deporte…”.

A la referida documental consistente en el oficio IPD/DA/RH/022/2018, de fecha 31 de enero de 2018, suscrito por la C. **********, en su calidad de Directora Administrativa del Instituto Potosino del Deporte, se le confiere valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Lo anterior, nos conduce a atender que en la contestación de la demanda, las Autoridades Demandadas hacen diversos señalamientos y argumentos respecto de la antigüedad y tiempo efectivamente laborado por el finado hijo de la Actora **********; sin embargo, tales argumentos no pueden ser atendidos acorde a lo que dispone el artículo 244 párrafo tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las Autoridades Demandadas no pueden variar la fundamentación y motivación del acto impugnado, de manera tal que dichas manifestaciones resultan inatendibles.
A efecto de dar sustento a lo anterior a continuación se transcribe el citado precepto del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.

Para efectos de lo anterior, se estará a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 244 de este Código.

En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.

Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.

En la contestación de la demanda o antes de que se dicte sentencia, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del actor o, revocar el acto impugnado, siempre que se satisfaga la pretensión del demandante, esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado.

En ese caso, el Magistrado debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, en su defecto continuará el trámite del juicio.”

Ahora bien, las Autoridades Demandadas plantean en la contestación de la demanda, que el tema del reconocimiento de antigüedad sería en un juicio laboral necesariamente, y que de lo que ahí se resuelva la Dirección de Pensiones del Estado actuara en consecuencia, lo que es una premisa cierta como regla general, que no en el caso particular, según se explica en seguida.
Es de explorado derecho, y se coincide con las Autoridades Demandadas, en que el reconocimiento de antigüedad es materia laboral, y por tanto competencia de un Tribunal del Trabajo; del mismo modo se coincide en que de ser ese el caso, lo que resuelva la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado está supeditado a la resolución del juicio laboral sobre el tema de la antigüedad.
Sin embargo, toda contienda jurisdiccional tiene como presupuesto que exista una controversia, entre la parte patronal, en el caso el Instituto Potosino del Deporte, y la C. **********, como madre del finado trabajador **********, en el caso concreto sobre la antigüedad y el tiempo efectivamente laborado, lo que en el caso no ocurre, pues precisamente la Actora basa su argumento en el pleno reconocimiento de antigüedad y tiempo efectivamente laborado que hace la parte patronal es decir el Instituto Potosino del Deporte por conducto de su Dirección Administrativa, y ambas coinciden en decir que el finado **********, laboró ininterrumpidamente desde el 16 de julio de 1990 un mil novecientos noventa y hasta el 26 veintiséis de enero de 2018 dos mil dieciocho.
Por tanto, en el caso que nos ocupa, no existe la controversia que supeditaría la decisión de la Junta Directiva de Pensiones del Estado a la decisión de un juicio laboral, pues la antigüedad en el puesto y el tiempo efectivamente laborado se encuentran plenamente reconocidos por el Instituto Potosino del Deporte en el oficio que la Parte Actora presentó como prueba en éste Juicio Contencioso Administrativo, del que se destaca que el Instituto Potosino del Deporte dirige a la Dirección de Pensiones del Estado.

En consecuencia, a efecto de resolver la cuestión efectivamente planteada por la hoy Actora, la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado debe tener en consideración dicho oficio, e incluso de ser necesario recabar el original, a efecto de mejor proveer y concatenarlo con la constancia de trabajo que le fue presentada adjunta a la instancia formulada, a efecto de resolver lo que en derecho proceda respecto de lo que le fue solicitado, tomando en consideración los artículos 4°, 7°, 22, 23, 25, y 26, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, que las Autoridades Demandadas citan y transcriben en la contestación de demanda, así como los demás que estimen aplicables al caso concreto.

Ahora bien, como lo que resuelva en su caso la Junta Directiva de Pensiones del Estado, depende la determinación de los años de cotización al fondo, y por ende la improcedencia o procedencia del otorgamiento de una pensión, así como su determinación de cuantía, se ordena a la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, que recabe la información fidedigna sobre sí en el periodo comprendido del 16 de julio de 1990 un mil novecientos noventa al 30 de abril de 2003, el finado **********, efectuó o no cotizaciones a la Dirección de Pensiones de acuerdo con los pagos de nómina y/o recibos de pago de prestación de servicios y/o cualquier otro documento, a efecto de establecer en su caso, si se le efectuaron las retenciones respectivas, y no fueron enteradas, o si no se efectuaron las retenciones respectivas, y la razón de ello, debiendo en éste último caso definir, si ello fue acorde con lo que dispone la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, y en su caso la legislación vigente en el momento, esto es la Ley de Pensiones del Estado, publicada en el Periódico Oficial del Estado el día 20 de enero de 1974.
Adicionalmente, no pasa inadvertido para el suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria, que la Junta Directiva de Pensiones del Estado señala como dato destacado, que la hoy Actora tiene la calidad de Pensionista por jubilación de la Dirección de Pensiones del Estado, y que recibe mensualmente el pago por determinada cantidad.

Al respecto, se debe decir que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya ha resuelto el tema de la compatibilidad de las pensiones por jubilación y de otro tipo, como lo son las de viudez o ascendencia, sobre el particular determinó la inconstitucionalidad del artículo 51 segundo párrafo de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de la que emana la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe enseguida:
“ISSSTE. EL ARTÍCULO 51, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA, TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XI, INCISO A), CONSTITUCIONAL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007).- El citado precepto constitucional no sólo contiene las bases mínimas de seguridad social para los trabajadores al servicio del Estado, sino que también de él deriva el principio de previsión social, sustentado en la obligación de establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar personal a los trabajadores y a sus familias ante los riesgos a que están expuestos, orientados a procurar el mejoramiento del nivel de vida. De ahí que el artículo 51, segundo párrafo, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado vigente hasta el 31 de marzo de 2007, al restringir el derecho a percibir íntegramente las pensiones de viudez y de jubilación, cuando la suma de ambas rebase 10 veces el salario mínimo previsto como cuota máxima de cotización en el artículo 15 de la propia ley, transgrede los principios de seguridad y previsión social citados, al desatender las siguientes diferencias sustanciales: 1. Dichas pensiones tienen orígenes distintos, pues la primera surge por la muerte del trabajador y la segunda se genera día a día con motivo de los servicios prestados por el trabajador o trabajadora; 2. Cubren riesgos diferentes, dado que la pensión por viudez protege la seguridad y bienestar de la familia ante el riesgo de la muerte del trabajador o trabajadora y la pensión por jubilación protege su dignidad en la etapa de retiro; y, 3. Tienen autonomía financiera, ya que la pensión por viudez se genera con las aportaciones hechas por el trabajador o pensionado fallecido y la pensión por jubilación se origina con las aportaciones hechas por el trabajador o pensionado, motivo por el cual no se pone en riesgo la viabilidad financiera de las pensiones conjuntas.”

Por lo que la aludida circunstancia, no es óbice para el otorgamiento, en caso de resultar procedente.
Así las cosas, en la especie se actualizó la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción IV que se refiere a los casos en que los hechos se apreciaron equivocadamente, en éste caso al dejar de considerar que el hijo de la Actora **********, cuenta con tiempo efectivamente laborado, y no cotizado al fondo de la Dirección de Pensiones del Estado, cuando la Autoridad Demandada baso su determinación en que se actualizaba una hipótesis diversa, que es el pago de tiempo no laborado efectivamente.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución impugnada, consistente en la resolución tomada por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en la sesión del 22 veintidós de marzo de 2018 dos mil dieciocho, relativa a la solicitud formulada por la hoy Actora C. **********, misma que le fue comunicada mediante oficio No. 1196/2018 de fecha 2 dos de mayo de 2018 dos mil dieciocho, emitido por el Director General de la Dirección de Pensiones de Gobierno del Estado; por lo que se decreta su NULIDAD, y se les deja sin efecto legal alguno.

En ese tenor a efecto de restituir a la parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a las Autoridades Demandadas que atendiendo a que el acto impugnado emana de una instancia formulada por la aquí Actora C. **********, emitan una nueva resolución en la que atendiendo a lo resuelto en la presente sentencia, se tome en consideración y se analice lo relativo a la antigüedad y tiempo efectivamente laborado por el finado hijo de la Actora **********, y resuelva lo que en derecho proceda.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracción IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución impugnada, consistente en la resolución tomada por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en la sesión del 22 veintidós de marzo de 2018 dos mil dieciocho, relativa a la solicitud formulada por la hoy Actora C. **********, misma que le fue comunicada mediante oficio No. 1196/2018 de fecha 2 dos de mayo de 2018 dos mil dieciocho, emitido por el Director General de la Dirección de Pensiones de Gobierno del Estado; por lo que se decreta su NULIDAD, y se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado quien actúa con Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
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